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Dentro de la actividad contractual, la administración pública posee en virtud de la Ley, otorgar 
característicos poderes exorbitantes que tienen una ímpetu justificación en el interés público; 
teniendo un claro objetivo, basado en la protección, prevalencia o el mismo predominio general; 
son excepcionales, entendidas como disposiciones contractuales que aunque no son de su 
habitual y de obligatorio cumplimiento otorgan a la administración unanimidad y potestad  en 
decisiones, plasmadas bilateralmente. No son de obligatorio cumplimiento, precisamente por 
encontrarse taxativamente en normas de orden público, de interpretación restrictiva y delimitada 
en la temporalidad y materialmente.  
 
En el marco general descrito se encontrarán conceptos doctrinales que se fundan en directrices 
establecidas por la ley, en la que se determinan las condiciones en las que se puede declarar la 
cláusula excepcional, y en vista del cambio de criterio en la interpretación de la misma por parte 
del Consejo de Estado se ha creado  una incertidumbre sobre la aplicación de esta potestad 
excepcional de la administración, por lo que es necesario establecer de manera cierta el alcance 
conceptual que a través de la doctrina y la jurisprudencia se la ha dado a la caducidad y el ámbito 
de aplicación de la misma.  
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Within the contractual activity, the public administration under the Law, grant exorbitant powers 
that have an impetus to the public; taking into account a clear objective, based on protection, 
sealide or the same general dominance; they are exceptional, understood as contractual 
provisions that although not of their usual and compliance with the administration unanimity and 
power in decisions, embodied bilaterally. They are not mandatory, precisely because they are 
exhaustively found in rules of public policy, interpretation and limited in temporality and 
material.  
 
By means of a deductive and analytical research method, this Article conducts a jurisprudential 
study on the different positions of the case-law versus yes to determining the criteria that have 
been established, as regards the expiry as an exorbitant state contract; have been, primarily in the 
relevant aspects instantly of their applicability sufficient  
 
In the general framework of described we will find doctrinal concepts based on guidelines 
established by law, which determine the conditions under which the exceptional may be broken, 
and the change in the criterion of the Council's interpretation of it has created a vision on the 
application of exceptional application , so it is necessary in a certain way the conceptual scope 
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La máxima expresión de Superioridad del Estado frente al particular en materia contractual es la 
cláusula de caducidad, así considerada precisamente porque para la administración pública 
garantiza el cumplimiento del objeto contractual, la satisfacción de una necesidad, y la 
continuidad en la prestación de los servicios públicos; todo enmarcado dentro de un criterio 
normativo contractual. 
Para el magistrado Alfredo Beltrán Sierra, magistrado,  la cláusula de caducidad es una de las 
llamadas cláusulas exorbitantes del derecho común por la doctrina y la jurisprudencia , pone de 
manifiesto el reconocimiento de poderes excepcionales a la administración que le permiten 
extinguir el vínculo contractual, ara asegurar la primacía de los intereses públicos o sociales que 
están vinculados a la realización del objeto del contrato (Sentencia T-569, 1998). 
Es claro, que en algún caso  la declaratoria de caducidad puede considerarse como un abuso, en 
cuanto que puede ocasionar perjuicio injustificado al contratista. Es así, que para el Doctor 
Libardo Rodríguez es más que una estipulación mediante la cual se otorga a la entidad 
contratante la facultad de dar por terminado unilateralmente el contrato, cuando el contratista 
incurre en alguna de las causales previstas como generadoras de esta decisión (Rodriguez R. , 
1984, pág. 315). 
 El presente artículo, pretende hacer un análisis de las cláusulas excepcionales con las que cuenta 
el Estado colombiano en materia de contratación y como éstas han ido evolucionando, con gran 
énfasis en la cláusula y los postulados aplicables a la caducidad. 
Es así que la experiencia del legislador y los estudios jurisprudenciales han indicado que la 
importancia radica básicamente en determinar cómo actúa la administración frente a los vacíos 
presentes en el Estatuto Contractual, acudiendo a la analogía jurisprudencial del Consejo de 
Estado, considerando la declaración de caducidad como una sanción administrativa, ejercida por 
el Estado de forma discrecional pero reglada, es decir,  la imposición de sanciones contractuales 
por parte de la administración, tiene naturaleza correctiva, pues pretende instar al obligado a 
cumplir los compromisos adquiridos. En este sentido, la Sala resalta la importancia histórica de 
la potestad sancionadora de la Administración en la actividad contractual, pues en ella se 
sustenta la imposición de las multas, de la cláusula penal pecuniaria y de la caducidad -figuras 
que el legislador ha estimado necesarias para alcanzar los objetivos del Estado (Sentencia 17009, 
2008).  
 
1. De la Caducidad Contractual 
 
La caducidad según el artículo 18 de la Ley 80 de 1993, es concebida como:  
“la estipulación en virtud de la cual, si se presenta alguno de los hechos constitutivos de 
incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, que afecte de manera grave y directa 
 
 
la ejecución del contrato y evidencie que puede conducir a su paralización, la entidad por medio 
de acto administrativo debidamente motivado lo dará por terminado y ordenará su liquidación en 
el estado en que se encuentre. En caso de que la entidad decida abstenerse de declarar la 
caducidad, adoptará las medidas de control e intervención necesarias, que garanticen la ejecución 
del objeto contratado. La declaratoria de caducidad no impedirá que la entidad contratante tome 
posesión de la obra o continúe inmediatamente la ejecución del objeto contratado, bien sea a 
través del garante o de otro contratista, a quien a su vez se le podrá declarar la caducidad, cuando 
a ello hubiere lugar. Si se declara la caducidad no habrá lugar a indemnización para el 
contratista, quien se hará acreedor a las sanciones e inhabilidades previstas en esta ley. La 
declaratoria de caducidad será constitutiva del siniestro de incumplimiento” (Ley 80 , 1993). 
Frente a la oportunidad de su declaración, el consejo de estado ha reiterado, que sólo puede 
declararse durante el plazo de ejecución y mientras se encuentre vigente y no durante la etapa de 
liquidación, habida cuenta que una vez fenecido el plazo convenido no se acompasa con la 
finalidad y sentido de esta medida excepcional que debe ser de interpretación restrictiva 
(Consejo de Estado 26705,2014).  
Es decir, que la caducidad es la potestad que tiene la administración pública para terminar 
unilateralmente un contrato y ordenar su liquidación; ese vínculo contractual existente, en dado 
evento en el que, por incumplimiento grave del contratista, se paraliza la ejecución del contrato y 
entorpece consecutivamente la consecución de los intereses colectivos para los cuales se dio 
origen el vínculo y se le fue asignado el negocio jurídico correspondiente. Para su declaración, es 
necesario, remitirse a seguir el procedimiento definido en el artículo 86 de la ley 1474 de 2011. 
Resulta elemental que la declaración de caducidad requiera admitir que debe hallarse vigente el 
contrato, ya que finalizado el termino de ejecución del contrato; éste fenece. Es por esto, que la 
administración pública, debe entrar a determinar si efectivamente el contratista satisface o no la 
prestación a su cargo y en ese momento, es donde se puede determinar con certeza si la ejecución 
del contrato, concebida como el cumplimiento de la prestación, éste conducirá a si ésta se 
encuentra afectada de manea grave y directa. Es decir, que la parte del contratista no cumplió, ni 
siquiera con mora, la prestación que a él corresponde. 
Algunos postulados del Ordenamiento jurídico colombiano reconocen de manera directa en 
cualquiera de los regímenes, bien sea – Decreto Ley 222 de 1983 o Ley 80 de 1993- aludiendo 
que la declaratoria de la caducidad procede cuando “… irremediablemente no se cumplirá en el 
tiempo esperado y requerido en el objeto contractual…” (Decreto 222, 1983) (Ley 80 , 1993).  
En la sentencia C – 136 del 15 de abril de 1993, construye la caducidad como una institución, y 
esboza: 
“La institución de la caducidad, constituye el instrumento idóneo para que la administración, sin 
la intervención del juez, declare la extinción del vínculo contractual, cuando a su juicio, el 
contratista, incurso en alguna de las situaciones o conductas descritas, no esté en condiciones de 
cumplir con los fines públicos que se persiguen con la realización del objeto del contrato. Al 
 
 
declarar la caducidad, la administración queda libre de la atadura del vínculo contractual y en 
libertad para escoger a otro contratista, cuyas calidades le garanticen a la administración el 
cumplimiento de los mencionados fines” (Sentencia C-136, 1993). 
Es normal que dentro de la ejecución de un contrato existan paradigmas en cuanto a la potestad 
facultativa que tiene la administración al perfeccionar la máxima sanción que se pueda imponer a 
un contratista durante el desarrollo de la relación contractual, siendo esta la cláusula exorbitante. 
Es así, como esta potestad permite al estado dirigir y controlar el contrato, en pro de un interés 
general, para conseguir el fin que no es más que la ejecución idónea oportuna y adecuada del 
objeto pactado. En base al interés público la administración determinar en forma gradual si dicha 
magnitud de incumplimiento del contratista generar la aplicación del poder sancionatorio hasta la 
declaración de caducidad.  
Es así, que hoy en día nuestra disposición, la Ley 80 de 1993, enuncia la causal que justifica la 
imposición de la medida sancionatoria, en la que en caso de que el contratista haya  incumplido 
de manera reiterativa, y con éste acto genere una afectación grave y directa la ejecución de un 
contrato estatal, se le implemente la declaratoria de caducidad; en la que no habrá lugar a 
reconocimiento de ninguna indemnización para el contratista, quien se hará acreedor a las 
estipulaciones, es decir, las sanciones e inhabilidades a las que da lugar, previstas en la ley. Cabe 
resaltar que posiblemente ocasionaría una paralización del contrato,  partiendo de que el  sólo 
incumplimiento de las obligaciones contractuales harán que la administración proceda a entrar a 
evaluar dentro de un debido proceso si dicha afectación acarreará la terminación del vínculo 
contractual, y que el mismo sea condenado al pago de las indemnizaciones que puedan existir en 
favor de la entidad, eso sí, antecediendo y adelantando el concerniente proceso contractual ante 
la jurisdicción contenciosa, salvo que se considere que el monto de la cláusula penal es suficiente 
para indemnizar los perjuicios.  
Es entonces, que esto lleva a que la caducidad sea tratada con la mayor discreción posible y que 
la Administración cuando se vea ad portas de su declaración, previamente haya ponderado todas 
las circunstancias que impulsan su decisión, pues no puede olvidarse que la finalidad de la 
contratación administrativa es el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente 
prestación de los servicios públicos y la efectividad de los innumerables derechos e intereses de 
los administrados. 
1.1 La caducidad como cláusula exorbitante de los poderes del Estado en el contrato 
estatal  
El concepto de estado de derecho no es más que un modelo cuya principal característica es la 
limítrofe del poder estatal, mediante el uso del derecho hasta el punto de poder sostener su 
paradigma en el imperio de la ley. Es entonces, donde el principio de legalidad; en la 
administración hace gran ímpetu al circunscribirse dado como resultado que su actuación está 
acogida a lo establecido por la ley, y para asegurar tal obediencia, se establecen los llamados 
controles judiciales. Es importante precisar que el estado de derecho es una manifestación clara, 
que comporta el reconocimiento de una supremacía firme e indistinta de la Constitución, que 
 
 
viene a significar que tanto gobernantes como gobernados están sometido a la ley; no 
menoscabo, con grandes variantes en su aplicación, siendo que se trate de las autoridades o se 
trate de los particulares.  
En este sentido, las autoridades solamente podrán hacer y deshacer de acuerdo con lo que la ley 
les autorice, lo que ésta les ordene y no pueden ir más allá de sus límites que ella misma les fije;  
al contrario, a los particulares, nos corresponde, por regla general y distintiva supeditarnos a que 
podemos hacer todo lo que la ley expresamente no nos prohíba 
Para la gestión de los intereses generales – inspiradores del bien común- la Constitución y la ley 
atribuyen a la administración pública una serie de poderes, prerrogativas y/o facultades que la 
habilitan para adoptar decisiones o para ejecutarlas aun si existe resistencia para cumplirlas 
(Sanchez Morón, 2010).  
No obstante, lo anterior, es de recalcar la aplicación de los principios rectores de la función 
pública contenida en la Constitución Política de Colombia y por la Ley 1437 de 2011 (CPACA), 
desarrollados por la Ley 80 de 1993, lo que hace imperioso el respecto y la estricta sujeción que 
debe observar cualquier entidad pública sin importar que régimen rige su funcionamiento.  
El Consejo de Estado, ha sostenido, de manera reiterativa en sus pronunciamientos, que la 
caducidad del contrato es la sanción más drástica que la entidad pública puede interponer a su 
contratista, al extraña el aniquilamiento del contrato y comportar para él la inhabilidad de 
celebrar negocios jurídicos con entidades públicas durante el periodo fijado por el legislador 
(Sentencia 34736, 2015). 
Se debe precisar que la declaratoria de caducidad trae consigo unos efectos derivados, los cuales 
vendrían siendo implicaciones graves para el contratista, y el efecto jurídico directo, sería la 
terminación del vínculo contractual, por lo cual debe ordenarse y realizarse la liquidación del 
contrato para plasmar allí los reconocimientos a que haya lugar; es decir, los acuerdos, 
transacciones que las partes acuerden, si tal etapa se cumple por mutuo acuerdo (Ley 80 , 1993). 
Afectaciones, tales como lo expresa: 
 
1. Inhabilidad: No puede participar en nuevos procesos de selección. 
 2. Inhabilidad sobreviniente: Debe renunciar a los contratos que tenga en ejecución.  
3. No tiene derecho a indemnización en el contrato caducado.  
4. Es constitutiva del siniestro de incumplimiento, lo que autoriza a la entidad estatal para 
cobrar el importe de la garantía única constituida en su favor por el contratista.  
5. Terminación del contrato y liquidación del mismo. Aunque muchos afirman que: 
Dentro de nuestro ordenamiento, no existen cláusulas excepcionales o exorbitantes, sino 
potestades o prerrogativas de la Administración dentro de la actividad contractual, que 
determinan una situación de privilegio frente al administrado parte en el contrato, el cual 
 
 
se justifica por los fines de interés general que se persiguen con la contratación estatal 
(Benavides, 2004, pág. 75). 
 
1.2 Presupuestos materiales para su declaratoria y sus causales 
La caducidad es más que sólo esa facultad que tiene la administración para dar por terminado un 
contrato, por la ocurrencia de uno de los hechos previstos, establecidos inverosímilmente por la 
ley; además que antes también por el contrato. Cabe resaltar, que el hecho de que ya sea por 
culpa imputable al contratista o por simples acontecimientos que, no obstante, se refieren a éste, 
no constituyen incumplimiento de este. Deben darse unos presupuestos los cuales la ley ha sido 
clara en señalar, para que partiendo de estos se pueda tomar una medida basada en resultados.  
El artículo 18 de la ley 80 de 1993, al definir la caducidad expresa y resalta: la caducidad es la 
estipulación en virtud de la cual si se presenta alguno de los hechos constitutivos de 
incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, que afecte de manera grave y directa 
la ejecución del contrato y evidencie que puede conducir a su paralización, la Entidad por medio 
del acto administrativo debidamente (Ley 80 , 1993). 
Es por lo anterior, que de conformidad a lo establecido en el artículo 18 de la ley 80 de 1993, 
administración puede declarar la caducidad del contrato mediante acto administrativo motivado, 
siempre que reúna los siguientes presupuestos que lo condicionan:  
Inicialmente debe darse: -un incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, en 
segundo lugar -debe darse que dicho cumplimiento afecte de manera grave y directa la ejecución 
el contrato y por último y no menos importante, - que el mismo evidencie que ese 
incumplimiento y afectación grave del contrato, puede conducir a la paralización del mismo.  
Es así, que resulta necesario entrar en una etapa probatoria en donde se demostrará que 
concurren estos tres presupuestos que pueda la entidad entrar a proceder y ejercer su facultad 
para dar por terminado el contrato, debidamente sancionando al contratista, ya que por sí sólo el 
incumplimiento de una obligación a cargo del contratista y dicho incumplimiento afecta 
gravemente la ejecución del contrato pero de ello no se desprende que la administración deberá 
buscar la mejor alternativa para que dicha paralización no afecte la ejecución del contrato, puesto 
que lo que se busca es satisfacer una necesidad.  
Ahora bien, en la definición legal de la caducidad, se desprende que sólo existe una causal por la 
cual que puede declarar la caducidad, y es, básicamente cuando se presenten hechos constitutivos 
de incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, que afecten de manera grave y 
directa la ejecución del contrato y evidencie que esta puede conducir a su paralización, es la base 
que encierra la noción de sanción para el contratista.  
A pesar de que la Ley 80 de 1993, redujo a una sola causal la declaratoria de caducidad, existen 
dentro de la legislación y marcos normativos otras causales, de las cuales sólo serán 
mencionadas. Entonces se tienen;  
 
 
- Por colaborar con grupos al margen de la ley, por alcances fiscales, por no protección a la 
ingeniería nacional, por no prorrogar la garantía del contrato, en materia de minas, por 
mora en el pago de las obligaciones parafiscales (Ley 80 , 1993). 
 
1.3 Debido proceso sancionatorio: Oportunidad; obligación 
La declaratoria de caducidad del contrato, tiene un procedimiento establecido como cualquier 
otro trámite administrativo sancionatorio, debe estar revestido por formalidades que garanticen el 
derecho al debido proceso y el derecho de defensa del contratista. Dicho Procedimiento 
Administrativo Sancionatorio (PAS), se encuentra explícito en Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), en cuanto a su finalidad y sus 
principios normativos.  
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha expuesto que la corporación, en el proceso de 
consolidación jurisprudencial respecto a la garantía del debido proceso en asuntos contractuales, 
concluyó en forma categórica que este derecho fundamental consagrado en el Artículo 29 de la 
Constitución Política rige en los procedimientos administrativos, incluyendo dentro de éstos el 
contractual, sancionatorios o no, y que este mandato constituye un avance significativo en la 
defensa del ciudadano (Sentencia 16367, 2010).  
En primer lugar, es indispensable, que el desarrollo de un procedimiento expedito para la función 
sancionatoria, como máxima expresión de poder unilateral de la administración sea esencial y de 
claro conocimiento, toda vez, que se ve en riesgo el erario y el objeto del contrato. El contratista 
no puede ser sorprendido con la declaratoria de caducidad del contrato sin que antes no haya 
existido una serie de actuaciones de la Administración, tales, como requerimientos al contratista 
por el incumplimiento y la aplicación de multas; ya sea aplicando el procedimiento que para 
efectos se haya establecido por la entidad, o en su defecto por las normas contractuales; o 
acudiendo al procedimiento sancionatorio general.   
El procedimiento administrativo sancionatorio, en términos de materia contractual, previsto en el 
artículo 86 de la ley 1474 de 2011, se encarga de dársele una oportunidad a los sujetos procesales 
dentro de la actuación, obteniendo así, una garantía sobre sus derechos de defensa y 
contradicción. En lo concerniente al término, éste, se usa cuando la entidad contratante aplica 
una de las cláusulas excepcionales de poder de control y direccionamiento de los contratos que 
devengan, es por lo que se realiza una ruptura al principio de libertad contractual pactado 
inicialmente por el contratista.  
Lo anterior, aunque es potestativo del Estado sancionar y tomar decisiones en cuanto al 
incumplimiento de los contratos velando por el interés general y demás preceptos que implica; 
no puede menospreciar ni mucho menos pasar por alto dentro del acuerdo de voluntades, el 
respeto y cumplimiento con el debido proceso, dándole características a esta relación contractual 
de ver un mejor equilibrio y vigencia dentro de un Estado social de derecho actual y moderno; 
donde si bien la administración actúa con todo su poder y voluntad unilateral, es cierto también 
 
 
que no puede abusar ni desconocer derechos y procedimientos expeditos en las normas y la 
Constitución. La proporcionalidad adopta la forma de “prohibición de exceso” …como 
limitación al uso del poder público de cara a las libertades fundamentales, en particular, al 
debido proceso (Laverde Álvarez, 2016). 
La norma establecida en el Artículo 86 del CPACA expresa, que se debe realizar el 
procedimiento que a continuación acotaremos, el cual no pugna con la imposición de la 
caducidad y que, sin duda, garantizará el debido proceso. Entonces tenemos:  
a. Una vez se detecte el posible incumplimiento de alguna obligación a cargo del 
contratista la Entidad Púbica debe citarlo a una audiencia con el fin de debatir lo 
sucedido (Ley 1437, 2011). 
En dicha audiencia la entidad pública debe mencionar de manera expresa y detallada 
los hechos que originaron la citación, y además debe llevar un informe de 
interventoría o supervisión el cual sustente la actuación de la Administración. Así 
mismo, la entidad pública debe señalar aquellas normas o cláusulas contractuales 
posiblemente violadas y las consecuencias que se podrían derivar para el contratista. 
En la audiencia se debe establecer lugar, fecha y hora para la realización de otra 
audiencia que puede practicarse lo más pronto posible dependiendo de la naturaleza 
del contrato y la periodicidad para el cumplimiento de las obligaciones contractuales. 
Si la garantía de cumplimiento es una póliza de seguros, el garante también debe ser 
citado. 
b. En la audiencia tiene la palabra en primer lugar la entidad pública o su delegado, al 
cual le corresponde señalar los hechos que motivan la actuación, las normas o 
cláusulas vulneradas y las posibles consecuencias para el contratista; después el uso 
de la palabra lo tiene el representante legal del contratista o quien haga sus veces y el 
garante para que presente los respectivos descargos en los cuales puede aportar 
pruebas o controvertir las presentadas por la entidad pública (Ley 1437, 2011).  
c. Finalizada la exposición por las partes la entidad pública proferirá una resolución 
debidamente motivada en la cual además de consignar lo sucedido en la audiencia, 
deberá tomar una decisión en la cual establezca o no la imposición de multas, 
sanciones o declaratoria de incumplimiento (Ley 1437, 2011). 
Es de tener en cuenta, que la resolución emitida se entenderá notificada en audiencia y contra la 
misma procede recurso de reposición, el cual se debe interponer, sustentar y decidir en la misma 
audiencia. Cualquier procedimiento sancionatorio puede darse por terminad, dice la norma, 
cuando la entidad tenga conocimiento de que los hechos del incumplimiento hayan cesado, lo 
cual es importante para evitar la parálisis de los servicios. Teniendo claro que, para el caso de la 
caducidad el hecho que lo genera normalmente ya debe haber desbordado los límites de la 
posibilidad de cumplimiento del contratista, por lo cual perecería de poca aplicación.  
 




Los aludidos pronunciamientos  de la jurisprudencia y la doctrina han afirmado que resulta 
necesario señalar que las cláusulas excepcionales al derecho común forman parte del contrato, 
son irrenunciables e inmodificables, se subraya, que existen  mientras el contrato exista,  es 
entendido como la potestad, que obliga a la administración a no poder renunciar a  hacer uso de 
ellas, condicionado a cuando resulte necesario, y éste se precise  para realizar los fines que 
pretende la administración con la contratación.   
 
En Colombia, la clausulas excepcionales tienen un precepto y que éstas se han conocido a través 
de la celebración y ejecución de contratos estatales, tienen su origen de disposición contractual 
que otorgan ciertas potestades exclusivas a favor de las entidades públicas (estatales);  
disposiciones que hacen otorgar una gran ventaja a uno de los extremos  de la relación jurídica y 
que están radicadas únicamente  en cabeza de las entidades públicas contratantes; hacen que se 
conciban como uno de los medios de control con los que cuenta dicha entidades para ejercer 
control y vigilancia en la ejecución y consecución del fin del contrato estatal, discierne a dar 
cumplimiento al objeto contractual, y por ende, a los fines esenciales del Estado. 
 
Las cláusulas excepcionales las definimos como potestades de la administración pública; la de 
interpretación, la de modificación, la de terminación, caducidad; más que prerrogativas yacientes 
para intervenir en el ejercicio del contrato. Nacidas y entradas  en vigencia con la ley 80 de 1993; 
acotamos, que el legislador visualizó con ellas una limitación basada en 3 eventos: el primer 
evento fue planteado como –obligatorias; concernientes a (actividades que constituyen 
monopolio del estado, prestación de servicios públicos, explotación y concesión de bienes del 
estado, contratos de obra, y demás); en el segundo evento encontramos entonces, - por acuerdo 
de partes, refiriéndose a (suministro y prestación de servicios); y el tercer evento, los cuales  son 
(contratos con personas públicas internacionales, contratos de cooperación, interadministrativos, 
de ayuda o asistencia, de donación, de empréstito, contratos que tengan por objeto el desarrollo 
directo de las actividades científicas y tecnológicas, de arrendamiento, contratos de seguros 
tomados por entidades estatales, contratos que tengan por objeto actividades comerciales e 
industriales de las entidades del estado). 
 
2.1 De la interpretación unilateral del contrato 
 
Partiendo de lo previamente indicado, la cláusula de la interpretación unilateral es una cláusula 
excepcional propia del contrato contemplada en la ley 80 de 1993, caracterizándose por tener 
elementos extraños a los contratos de carácter civil y comercial que pueden regir entre 
particulares, es decir, indistintas al derecho común. De conformidad con los artículos 14 y 15 de 
la señalada ley, se considera la interpretación como una potestad que tiene la entidad estatal 
contratante de interpretar, tiene en cuenta, que debe darse un acto administrativo, el cual debe 
 
 
estar debidamente motivado y justificado, con los documentos contractuales y las estipulaciones 
en ellos pactadas que puedan paralizar y/o afectar gravemente el servicio, o de la prestación del 
mismo. Dado, que a la administración se le faculta dicha potestad; deberá justificarse puesto la 
gran responsabilidad que tiene la entidad estatal de ejercer la dirección general, el control y 
vigilancia en la ejecución del contrato; en el total desarrollo de su objeto. 
De esta manera, para llegar a acudir a la interpretación previamente se cita a las partes para 
resolver discrepancias acerca del sentido que debe dársele a las cláusulas del contrato, a fin de 
evitar la paralización. Empero, no está de más mencionar que esta potestad excepcional solo 
tiene aplicación durante la ejecución del contrato, siendo a través de ella solo se hace 
interpretación, pero no se puede modificar el contrato, o por supuesto, cabe denotar que habría 
lugar a la nulidad de dicho contrato. El consejo de estado por su lado ha dejado precisado lo 
anterior he infiere de lo resuelto en Sentencia del 7 de julio de 2011, expediente 18.762 
(Sentencia 18762, 2011). De presente, la ley 80 de 1993, estipula la cláusula de interpretación en 
su normativo, así:  
Articulo 15… “si durante la ejecución del contrato surgen discrepancias entre las partes sobre la 
interpretación de algunas de sus estipulaciones que pueden conducir a la paralización o a la 
afectación grave del servicio público que se pretende satisfacer con el objeto contratado, la 
entidad estatal, si no se logra acuerdo, interpretará el acto administrativo debidamente motivado, 
las estipulaciones o cláusulas objeto de la diferencia” (Ley 80 , 1993). 
Al respecto, expresa el artículo 15 del estatuto de contratación, el ejercicio de esta prerrogativa 
es precisamente, la facultad de conocer y verificar todo lo relativo al contrato, es decir, que 
concretamente se hace un control sobre la calidad y cantidad de las prestaciones. Aunado, debe 
recordarse, que la interpretación unilateral debe hacerse sin perjuicio de darle aplicabilidad de la 
cláusula compromisoria, reafirmando el carácter de irrenunciable que tienen estas prerrogativas 
dentro del contrato estatal. 
2.2 De la modificación unilateral  
El artículo 16 de la ley 80 de 1993, le da la facultad a la administración con parámetros muy 
puntuales para que haga uso de instrumentos, siendo en el caso en concreto, y ejercicio de la 
autonomía de la voluntad privada no es posible constituir este tipo de poderes, en contratos en 
los que la ley no ha impartido expresa autorización, o en sí, excluirlos  en los que el legislador lo 
ha previsto como obligatorios, siendo plausible la nulidad absoluta cuando la ley no ha previsto y 
mucho menos autorizado su inclusión; teniendo en cuenta, que sin duda alguna rompería el 
principio de igualdad entre las partes y la seguridad jurídica del negocio contractual.  
Articulo. 16. Si durante la ejecución del contrato y para evitar la paralización o la afectación 
grave del servicio público que se deba satisfacer con él, fuere necesario introducir variaciones en 
el contrato y previamente las partes no llegan al acuerdo respectivo, la entidad en acto 
administrativo debidamente motivado, lo modificará mediante la supresión o adición de obras, 
trabajos, suministros o servicios. Si las modificaciones alteran el valor del contrato en un veinte 
 
 
por ciento (20%) o más del valor inicial, el contratista podrá renunciar a la continuación de la 
ejecución. En este evento, se ordenará la liquidación del contrato y la entidad adoptará de manera 
inmediata las medidas que fueren necesarias para garantizar la terminación del objeto del mismo 
código (Ley 80 , 1993). 
Para la Corte Constitucional la modificación unilateral del contrato estatal constituye una 
facultad que el legislador, en uso de su facultad configurativa, le ha otorgado a la administración 
cuando ésta actúa como contratante en un negocio jurídico de carácter estatal. Esta prerrogativa 
pública o privilegio contractual que tiene la administración es de naturaleza reglada, porque para 
poder ejercerla debe constatar la existencia de los supuestos fácticos previstos en la norma, 
previa garantía del debido proceso. Además, esta medida, que debe hacerse mediante acto 
administrativo debidamente motivado, se encuentra revestida de la presunción de legalidad y 
como tal adquiere el carácter de obligatoriedad, de ejecutividad y de eficacia. Es decir, que la 
modificación unilateral no es discrecional ya que debe adoptarse solamente cuando dentro de la 
ejecución de un contrato se presenten circunstancias que puedan paralizar o afectar la prestación 
de un servicio público que se deba satisfacer con este instrumento (Sentencia C-949, 2001). 
2.3 Terminación unilateral  
La terminación unilateral de un contrato no produce inhabilidad para contratar en futuros 
procesos de selección. El legislador no prescribe que la terminación unilateral de un contrato 
afecte la capacidad contractual en futuros procedimientos de selección, por tanto, no impide a 
quien recibe esa medida ser adjudicatario de contratos posteriores, salvo que la terminación 
proceda de la declaración de caducidad que sí es una sanción que produce inhabilidad. Son 
diversos los ámbitos que se establecen al momento de declararse las inhabilidades e 
incompatibilidades para un contratista, establecidas taxativamente en la Ley 80 de 1993 en el 
artículo 8 – régimen de inhabilidades e incompatibilidades. 
Partiendo de lo previamente indicado, se entiende por terminación unilateral, en materia de 
derecho privado, “…un acto jurídico unilateral, potestativo y liberatorio, resultado de una 
voluntad que, autorizada por la ley o por el contrato, pone fin hacia el futuro una relación 
contractual…” (Molina Morales, 2006, pág. 136).  
En contraposición a ello, en lo que atañe al derecho administrativo tenemos que la terminación 
unilateral estará en cabeza de la autoridad administrativa contratante y no en el particular 
contratista, razón por la cual: “Para declarar la terminación unilateral se requiere i) que la 
manifestación de la voluntad de la administración se materialice en un acto administrativo, ii) 
que dicho acto debe ser el resultado de un análisis soportado en la realidad del contrato, es decir, 
debe estar debidamente motivado y iii) que la causal que se alegue en la decisión se encuentre 
enmarcada en los eventos que la ley ha dispuesto” (Sentencia 25681, 2013). 
En resumen, la terminación unilateral en derecho privado tiene su fundamento en la ley y/o en el 
contrato, en las más de las veces, es convencional o, en otras palabras, es producto de la 
autonomía de la voluntad. Empero, en materia de contratación estatal esta se encuentra reglada, 
 
 
es decir, la terminación unilateral tiene su origen, procedimiento y causales en la propia ley, y es 
una facultad exclusiva del Estado. 
Efectivamente, las entidades públicas tienen la potestad de dar por terminado un contrato estatal, 
puesto que la ley lo contempla en el inciso segundo del artículo 45 de la ley 80 de 1993, lo 
concerniente a remitirse a causales de terminación unilateral del contrato, numerales 1,2 y 4 de la 
articulo 44 ibídem, referidos así como, - a) se celebren con persona incursas en causales de 
inhabilidad o incompatibilidad previstas en la Constitución y la Ley; b) Se celebren contra 
expresa prohibición constitucional o legal; y c) se declaren nulos los actos administrativos en que 
se fundamenten.  
En este contexto, el alto Tribunal Contencioso Administrativo indicó que mientras la terminación 
unilateral del contrato estatal compete al jefe o representante legal de la entidad estatal 
contratante, como ya se indicó, la competencia para declarar la nulidad absoluta le corresponde, 
exclusivamente, al juez del contrato. A la diferencia que acaba de anotarse le sigue, como 
consecuencia obvia, la distinción adicional de que mientras la terminación unilateral que adopta 
la entidad estatal es constitutiva de un acto administrativo y como tal pasible de la acción 
contractual; la declaratoria de nulidad absoluta corresponde a una decisión de naturaleza judicial, 
a la cual no le son aplicables los controles y revisiones que, por regla general, proceden frente a 
los actos administrativos y, además estará acompañada de los efectos propios de la cosa juzgada 
(Sentencia 20968, 2012). 
Empero, el Consejo de Estado expone frente al procedimiento que debe adelantarse para la 
terminación del contrato estatal, siendo insuficiente la jurisprudencia de esta Corporación al no 
expresarse de manera clara el paso a paso para la aplicación de estas cláusulas exorbitantes  
“En los procedimientos administrativos que se desarrollan en ejercicio de la actividad contractual 
también ha de hacerse efectivo el derecho al debido proceso, sobre todo cuando la 
administración decide dar por terminado de forma unilateral un negocio jurídico o ejerce alguna 
de las facultades excepcionales previstas en la ley, pues de ésta forma se le permite al contratista 
conocer previamente la intención decisoria de la administración con miras a que a aquel se le 
garantice su derecho a la defensa y a la contradicción mediante la exposición de sus razones y el 
aporte y petición de pruebas que considere pertinentes” (Sentencia 30003, 2014).  
Para dar claridad, la terminación unilateral procede de forma anticipada a la ejecución cuando se 
presente uno de los siguientes eventos; así lo estableció el artículo 17 de la Ley 80 de 1993: 
1. Cuando las exigencias del servicio público lo requieran o la situación de orden 
público lo imponga. 
2. Por muerte o incapacidad física permanente del contratista, si es persona natural, o 
por disolución de la persona jurídica del contratista.  
3.  Por interdicción judicial o declaración de quiebra del contratista.  
4.  Por cesación de pagos, concurso de acreedores o embargos judiciales del 
contratista que afecten de manera grave el cumplimiento del contrato. 
 
 
2.4 Sometimiento a las leyes nacionales  
Mediante esta cláusula básicamente se obliga a las partes a que en los contratos celebrados con 
personas extranjeras, se sometan su regulación a las normas colombianas, regulación que tiene 
claras excepciones cuando el contrato haya de celebrarse para préstamos de la banca multilateral, 
personas extranjeras de derecho público, u organismos de cooperación o asistencia internacional, 
caso en el cual puede dejarse de lado la normatividad interna y someterse a los reglamentos de 
tales entidades en lo relacionado con los procedimientos de formación y adjudicación del 
contrato, y a las cláusulas especiales de ejecución, cumplimiento, pago y ajustes (Ley 80 , 1993), 
excepción que también traería el artículo 239 del decreto 222 de 1983 para los contratos de 
empréstito, cuya exequibilidad fue declarada por la Corte Suprema de Justicia.  
El artículo 14, de la Ley 80 de 1993, numeral 2, dispone que se entiende pactada en el 
contrato aun cuando no consigne expresamente, aspecto que la saca de la simple estipulación 
contractual y la convierte en una prerrogativa de la entidad, lógicamente excluyendo los 
contratos en los que no es obligatoria su inclusión.  
2.5.  Reversión  
Es una cláusula que únicamente se estipula para los contratos de explotación y concesión de 
bienes del Estado y mediante la cual, los bienes y elementos directamente afectados al contrato, 
pasan a ser prioridad de la entidad contratante, una vez culmine el contrato y sin ninguna 
compensación para el contratista. 
El artículo 14 de la Ley 80 en su numeral 2, dispone que se entiende pactada en el contrato aun 
cuando no se consigne expresamente, aspecto que la saca de la simple estipulación contractual y 
que la convierte en una prerrogativa de la Entidad, frente a la cual, aun ante el silencio del 
contrato, el contratista está obligado a dejar los bienes afectos a la explotación o al servicio, una 
vez finalice la relación obligacional. Este aspecto es importante, porque la simple terminación 
del contrato no da lugar a la mutación de la propiedad de los bienes dedicados a la explotación 
del bien o servicio, pues los bienes del contratista puesto con tal fin siguen siendo suyos y puede 
llevárselos, salvo que las partes estipulen expresamente en el contrato que dichos bienes pasaran 
al Estado al finalizar la concesión, pero la reversión, tal efecto se produce sin que expresamente 
se diga que los mencionados bienes pasan a la entidad.   
Además, la reversión implica según el mismo artículo anteriormente mencionado que al 
“finalizar el término de la explotación o concesión, los elementos y bienes directamente 
afectados a la misma pasen a ser propiedad de la entidad contratante, sin que por ello ésta deba 
efectuar compensación alguna”. Es decir, que esta constituye un elemento de la esencia del 
contrato, aunque no se pacte y es señalada por la doctrina como: 
[…] una cláusula contractual propia de los contratos de concesión administrativa, en virtud de la 
cual el particular se obliga a favor de la administración pública a entregarle, a título de 
propiedad, sin que exista, deber de erogación de ninguna clase por parte de ésta, todos los 
elementos, bienes y elementos que se encuentran afectados a la explotación del bien o del 
 
 
servicio entregado en concesión por la administración respecto de los cuales se haya producido la 
amortización y también a devolverle los bienes recibidos de la administración a título de mera 
tenencia, junto con las mejoras incorporadas a estos bienes (Rodríguez, 2010) 
2.6.  De la liquidación unilateral   
En conclusión, y para culminar este temario, acotamos que las cláusulas exorbitantes se 
sostienen en sí en el derecho privado, por supuesto, con una serie de campos de aplicabilidad de 
los cuales; por una parte, está el grupo de contratos estatales en los que es de obligatoriedad el 
pactar las cláusulas excepcionales- (numeral 2, inciso 1°… En los contratos que tengan por 
objeto el ejercicio de una actividad que constituya monopolio estatal, la prestación de servicios 
públicos…) En este apunte, si bien es cierto, que existe la obligación para los contratantes 
estipular e incluir las cláusulas, si en dado caso, no se realizare la inclusión, se entenderán 
pactadas; toda vez que el inciso 3 del mismo numeral concluye… “las cláusulas excepcionales 
se entienden pactadas aun cuando no consignen expresamente…”  Por otro lado, y en segundo 
campo, si bien es cierto que, a tal fin las cláusulas en los contratos estatales pueden pactar su 
inclusión o no de ellas, según inciso 2°numeral 2° ; el Consejo de Estado deja en claro, que en 
esta situación: 
1. No son obligatorias las cláusulas excepcionales al derecho común de terminación, 
interpretación y modificación unilaterales, de sometimiento a las leyes nacionales y de 
caducidad, salvo en materia de prestación de servicios públicos, en los términos del 
artículo 14 de la Ley 80 de 1993, pero ello no obsta para que si se estima conveniente se 
puedan pactar (Correa P. 2007). 
Aunado, la liquidación unilateral se presenta cuando, intentada por la administración la 
liquidación voluntaria, el contratista se niega a suscribirla por no compartir los términos como 
fue elaborado el proyecto de liquidación elaborado por la entidad, o, como dice el artículo 11 de 
la Ley 1150 de 2007, inciso segundo, cuando las partes no lleguen a un acuerdo sobre su 
contenido. Además, también hay lugar a la liquidación unilateral cuando se cita al contratista 
para la liquidación del contrato por mutuo acuerdo y éste no se presenta, sin causa que lo 
justifique; conducta de la cual se deduce que se niega a la liquidación por mutuo acuerdo. 
Al respecto, esta liquidación unilateral puede hacerse dentro del plazo inicial previsto por las 
partes o dentro del término de cuatro meses que establece la Ley 80 de 1993, según lo 
establecido en el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, siempre que el contratista no haya acudido 
a la vía jurisdiccional. 
3.  Criterios y / o parámetros establecidos para interpretar, aplicar la cláusula de 
caducidad contractual 
Por ello, en este acápite se abordarán los criterios establecidos por el Consejo de Estado para 
interpretar y aplicar la cláusula de caducidad contractual; La Sala de lo Contencioso 
Administrativo – en la sentencia de fecha junio 26 de 2014, establece: 
 
 
La administración está habilitada para declarar la caducidad del contrato por medio de acto 
administrativo debidamente motivado, siempre que se reúnen los siguientes presupuestos: (i) un 
incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista; (ii) que dicho incumplimiento afecte 
de manera grave y directa la ejecución del contrato y (iii) que el mismo evidencie que puede 
conducir a la paralización del contrato. Según la norma en cita, dicha declaratoria trae aparejada 
la pérdida de los derechos que dimanaban del negocio jurídico para el contratista y, 
particularmente, que se traducen en: (i) dar por terminado el vínculo negocial sin que haya lugar 
a indemnización para el contratista; (ii) ordenar su liquidación en el estado en que se encuentre; 
(iii) hacer exigibles garantías por configuración del siniestro del incumplimiento; (iv) hacer 
efectiva la cláusula penal pecuniaria y (v) configurar la inhabilidad para contratar con entidades 
públicas por 5 años (Sentencia 26705, 2014).  
Del anterior precepto Constitucional, se concibe a que el ejercicio de esta potestad exorbitante 
genera las consecuencias más graves para el contratista, por tal motivo, la ley ha establecido un 
procedimiento bastante riguroso para su empleo. En efecto, la caducidad del contrato se debe 
enmarcar bajo los siguientes presupuestos, a saber: 1) Que el contratista incumpla obligaciones 
esenciales; 2) Que afecte de manera grave y directa la ejecución del contrato; 3) Que los hechos 
constitutivos del incumplimiento tengan la potencialidad de paralizar el contrato; 4) Que la 
entidad contratante se encuentre al día en sus obligaciones contractuales y; 5) Que el ejercicio de 
esta potestad este antecedida de un debido proceso  
Dicho precepto Constitucional, es el denominado presupuesto, para que la entidad continúe a 
proferir un acto administrativo, pero este no será algo simple, debe estar debidamente motivado, 
sustentando de manera clara, expresa y justa las razones de hecho y de derecho que darán origen 
a la declaratoria de caducidad del contrato. Garantía que permite manifestar que el tema de 
caducidad, a nuestro parecer no solo es la aplicación de la norma, sino que no puede tomarse a la 
ligera, ni mucho menos súbitamente, al contrario, es un procedimiento al cual se le deberá agotar 
un derecho de defensa del contratista lo que contra el acto se admite recursos  
4. Mecanismos para la solución de controversias contractuales en el Estado 
Colombiano   
 
En cuanto a la utilización de mecanismos de solución de controversias contractuales, la ley 80 
de 1993 es clara al suscitar en el Artículo 68; una solución ágil de diferencias y discrepancias, 
en dónde buscaran de una forma ágil, rápida y directa una solución de dichas diferencias 
surgidas de la actividad contractual. Señala que, para tal efecto, la entidad estatal o en su 
defecto el contratista a la solución de las controversias con medios que fundamenten una 
decisión de imparcialidad; mecanismos de solución directa, tales como, la conciliación, 
amigable composición, la transacción y el arbitramento. A su vez, el artículo 69 establece la 
clara prohibición de que las autoridades no podrán impartir prohibiciones a la utilización de los 
mecanismos de solución directa de controversias nacidas de los contratos estatales; no podrá 
 
 
prohibir la estipulación de la cláusula compromisoria, y qué dado el caso, éstas sé darán 
inmersas en el contrato. 
En el manejo del contrato están los poderes de autotutela de la Entidad que le permitirían en un 
momento dado, hacer la interpretación, modificación y terminación unilateral del contrato, la 
declaratoria de incumplimiento, o de la caducidad; imposición de multas, etc., para que el 
objeto contractual se cumpla y evitar la parálisis del contrato y el consecuente perjuicio para la 
comunidad. Si bien es cierto, no significa que ante la estipulación de un mecanismo alternativo 
de solución de conflictos como el de arbitramento, se enerven las facultades exorbitantes de la 
entidad, facultades que se originan en el interés general que mueve a la administración al 
contratar y que está por encima del interés particular.  
 
3.1 Mecanismos de Solución Directa de Conflictos  
 
Los conflictos pueden ser sometidos, antes de acudir ante la jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, en el ejercicio de la acción contractual (o pretensión contractual) a los 
mecanismos de solución directa antes mencionados, de las controversias contractuales como los 
denomina el estatuto contractual o simplemente mecanismos alternativos de solución de 
conflictos que permite la ley, teniendo en cuenta, que facilitará la ocurrencia. Precisamente, por 
la facilidad y la importancia oportuna de las controversias surgidas entre los contratistas y el 
Estado, la misma ley le asigna un papel valioso a estos mecanismos de solución, con el fin, de 
que justamente se evite esa parálisis de que pueda presentarse en la ejecución de los contratos  y 
por ende en la prestación de los servicios, a lo cual prohíbe expresamente estipularse en los 
pliegos de condiciones  o en el contenido de los contratos cualquier oposición a la utilización de 
dichos medios de solución directa, especialmente, respecto a cláusula compromisoria o en su 
defecto el compromiso.  
 Manifiesta el artículo 68 de la Ley 80 de 1993:  
De la utilización de mecanismos de solución directa de las controversial contractuales. Las 
entidades a que se refiere el artículo del presente Estatuto y los contratistas buscarán solucionar 
en forma ágil, rápida y directa las diferencias y discrepancias surgidas de la actividad 
contractual. 
Para tal efecto, al surgir las diferencias acudirán al empleo de los mecanismos de solución de 
controversias contractuales previstos en esta Ley y a la conciliación, amigable composición y 
transacción.  
Parágrafo. Los actos administrativos contractuales podrán ser revocados en cualquier tiempo, 
siempre que sobre ellos no haya recaído sentencia ejecutoriada (Ley 80 , 1993). 
  
3.2 La amigable composición  
 
 
En primera medida, se debe resaltar que la solución que debe darse a cualquier divergencia que 
ocurra entre las partes, mediante el mutuo consenso que pone fin a las discrepancias, con la 
aceptación o no de las partes involucradas. Mediante este mecanismo, regulado inicialmente en 
los artículos 49 y ss del Decreto 2279 de 1989, desarrollado luego en el Decreto 1818 de 1998, 
las partes pueden someter sus controversias, cuando ellas sean susceptibles de transacción, a la 
decisión de amigables componedores, quienes por tal virtud deciden “con fuerza vinculante para 
las partes, el estado y la forma de cumplimiento de una relación jurídica sustancial”, durante un 
término breve que no supera los treinta (30) días. 
Se debe tener presente, que los componedores no ejercen jurisdicción, sus funciones son 
meramente limitarse a idear fórmulas de acercamiento entre las partes que los conduzcan a una 
transacción y que éstas se obligan a acatar, concluyendo en una solución amistosa de la 
controversia, donde la composición sin duda se difiere a terceras personas con facultades para 
comprometerlas. En conclusión, podemos afirmar que la amigable composición es simplemente 
un mecanismo para llegar a la transacción, en el cual la decisión se delega en terceras personas. 
De esta forma, los componedores, por lo general, actúan en número de tres, pero no hay ley que 
regule la cantidad, es decir, si hay dos o uno solo; todo esto depende exclusivamente de lo que 
acuerden las partes. Es de obviar, que como lo que buscan las partes es una fórmula que avenga a 
las partes para la solución del conflicto, la misma debe ser adoptada por consenso; a lo 
consiguiente, no impide que provenga de la simple mayoría, salvo que se les haya limitado tal 
facultad o que, en su defecto, hayan establecido una forma especial de decisión. 
En este orden, la ley 1563 de 2012, define la amigable composición; en su Artículo 59, además 
que contiene la reglamentación del arbitraje nacional e internacional la cual establece; como: 
La amigable composición es un mecanismo alternativo de solución de conflictos, por medio 
del cual dos o más particulares, un particular y una o más entidades públicas, o varias entidades 
públicas, o quien desempeñe funciones administrativas, delegan en un tercero, denominado 
amigable componedor, la facultad de definir, con fuerza vinculante para las partes, una 
controversia contractual de libre disposición.  
El amigable componedor podrá ser singular o plural. 
La amigable composición podrá acordarse mediante cláusula contractual o contrato 
independiente (Ley 1563, 2012). 
Sobre el particular, la Corte Constitucional precisó que i) la amigable composición es una 
institución de derecho sustancial, al tiempo que el arbitraje es un instituto procesal, ii) los 
componedores no ejercen función jurisdiccional, mientras que los árbitros sí lo hacen por 
mandato constitucional, y iii) la amigable composición culmina con un convenio de 
composición elaborado por el tercero, al tiempo que el arbitraje finaliza con un laudo arbitral 
con efectos de sentencia judicial (Sentencia SU-091, 2000; Sentencia T-017, 2005; Sentencia 
C-330, 2012). Es así, que llegado al caso, el convenio de composición, en dado caso, de no 
constituirse una decisión judicial, no puede refutarse mediante recuro procesales, sino, que 
 
 
deberá por su naturaleza contractual del mecanismo, proceder a demandar su nulidad por las 
causales aplicables a cualquier otro acto jurídico, puesto que las partes no estuvieron de 
acuerdo con la decisión. 
 
Por lo demás, la amigable composición constituye un trámite meramente contractual que se 
adelanta por decisión de las partes, quienes le otorgan un mandato a un componedor para que 
defina, como tercero imparcial diferencias (técnicas) con efectos vinculantes para el contrato, 
del cual se emana la discrepancia. Consideramos, además, que la decisión del componedor sí 
puede modificar el contrato, por lo que su competencia no se limita solamente a interpretar el 
punto de la disputa, para que las partes (entidad-contratista) si a bien lo tienen lo plasmen en un 
otrosí. Dispone, además, en su mandato la habilitación precisamente para tomar decisiones con 
efecto directo sobre el contrato. Lo condiciona a temas observando limites, puesto que, no 
podrá decidir, por ejemplo, la anulación de un contrato, ni la legalidad de los actos 
administrativo derivados de potestades excepcionales, mucho menos; competencia judicial.  
 
3.3 La Conciliación en el derecho contractual 
 
En Colombia, la conciliación contencioso administrativo, es una oportunidad si así la podemos 
denominar, de solucionar por la vía del diálogo dirigido por un conciliador, investido 
transitoriamente de la función jurisdiccional un conflicto entre el Estado y un contratista. En 
materia contractual, existe la conciliación extrajudicial u la judicial, partiendo inicialmente, la 
extrajudicial; la definimos como aquella que se lleva a cabo antes de presentar una demanda,  
según la ley, este tipo de conciliación en lo contencioso administrativo requiere que sea 
realizada por el ministerio público (Procuraduría General de la Nación); cabe resaltar, que se 
entiende por cumplido este requisito de procedibilidad, cuando el compareciente, es decir, el 
interesado o convocante haya radicado debidamente la solicitud de conciliación ante la entidad 
convocada y ante el ministerio (el término, en cuestión de tiempo de suspender, mientras dura 
el proceso) y se cumplan los posibles eventos. En consecuencia, dicho solicitud de conciliación 
es recepcionada ante el ministerio público, quien en termino prudencial citará a las partes para 
el desarrollo de la misma; en dado caso, de no llegar a un acuerdo conciliatorio, o cuando una 
de las partes o una de ellas no comparezcan a la audiencia de conciliación y transcurridos tres 
(3) meses contados a partir de la presentación de solicitud, sé deberá tomar una decidió respeto 
al acta que se deba formular  
En tal sentido, la conciliación Judicial, se entiende como el tipo de conciliación que es llevada 
dentro del proceso judicial, es practicada solo y exclusivamente por el juez; quien será el 
encargado de dirimir el conflicto en cuestión; acotamos, que este tipo de conciliación tiene una 
gran ventaja, puesto que, al ser el mismo juez quien dirige la conciliación, tiene la aprobación 
inmediata de los acuerdos a los que allí leguen las partes. 
Por otro lado, se entiende que la jurisdicción de lo contencioso administrativo es la llamada a 
resolver los conflictos originados entre el Estado y particulares, al ser el Estado una de las partes 
 
 
de esta jurisdicción; lo que se busca en sí, es mantener un tipo de imparcialidad total en el 
tratamiento de los conflictos, debido a que se consideraría que el particular se encuentra en una 
posición de inferioridad frente a su contraparte. 
La ley 23 de 1991, reglamentada por el Decreto 173 de 1993 y luego modificada por la Ley 446 
de 1998 y su Decreto Reglamentario 1818 del mismo año, sobre descongestión, eficacia y acceso 
a la justicia; sin duda, le dieron un nuevo avance e impulso a la conciliación; puesto que lo 
convirtieron en un mecanismo alternativo de solución de conflictos que evita el sometimiento de 
las partes a lo largo de los procesos judiciales. Cabe resaltar, de lo anteriormente enunciado, es 
que la conciliación prejudicial, de por sí, permite que, en el evento de existir un acto 
administrativo, el arreglo al que lleguen las partes supone el consentimiento del particular para 
que la entidad proceda a revocar dicho acto, aspecto que aparece ratificado para los actos 
contractuales en el parágrafo del artículo 68 de la Ley 80 de 1993.   
3.4 El Arbitramento 
 
El arbitramento permite la solución de controversias contractuales entre las partes, sometiendo 
las mismas a la decisión de árbitros, renunciando a someter sus diferencias ante los jueces. El 
artículo 70 de la ley 80 de 1993 indica y faculta a las partes para que estos incluyan o estipulen 
la cláusula compromisoria con la cual someten las distintas diferencias que puedan surgir en 
cualquier momento de la operación administrativa contractual, así mismo, someterse a la 
decisión de los árbitros las controversias surgidas en la celebración del contrato, y su ejecución 
(desarrollo), terminación o liquidación.  Seguidamente, debemos entender que lo importante a 
considerar, de una aproximación conceptual del arbitraje es, precisamente esa forma 
heterocompasiva de solución de controversias por la cual un tercero ajeno a las partes en 
conflicto es quien decidirá sobre la controversia. Es decir, que en las contrataciones estatales el 
arbitraje debe realizarse por mandato normativo; los árbitros son designados por las partes, o 
en su defecto, son ellas quienes han determinado la forma de su elección. El laudo puede ser en 
derecho, en equidad o técnico; vendría siendo la decisión resolutoria, definitiva y de 
obligatorio cumplimiento por las partes. El arbitramento procedente para la solución de 
controversias contractuales del Estado, según el estatuto contractual, puede ser en derecho o 
técnico. Siendo la ejecución del laudo realizada por la coerción estatal 
 
De lo anterior, es claro precisar, que se debe tener claridad sobre la forma de estipular la 
cláusula compromisoria, cláusula compromisoria debe cumplir con los requisitos del artículo 
1502 del Código Civil, es decir: - el consentimiento de las partes exento de vicios, la capacidad 
de las partes, un objeto lícito, una causa lícita y solemnidad. Al respecto, la Ley 1563 de 2012 
sugiere que el pacto conste por escrito. Dicto compromiso, deberá contener, entre otros: - el 
acuerdo de voluntades, los nombres de las partes, la indicación de las controversias que se 
someten al arbitraje y la indicación del proceso en curso cuando a ello hubiere lugar.  
 
 
En síntesis, el arbitraje en materia de contratos estatales, en este caso. La Ley 1563 de 2012, 
por medio de la cual se expide el estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se dictan otras 
disposiciones, en su artículo 1.º, define así el arbitraje: “Es un mecanismo alternativo de 
solución de conflictos mediante el cual las partes difieren a árbitros la solución de  una  
controversia  relativa  a  asuntos  de  libre disposición o aquellos que la ley autorice” . En sí, 
presenta ciertas ventajas: las partes que someten su conflicto a un tribunal arbitral, en ejercicio 
de la autonomía de la voluntad, pueden regular varios aspectos del desarrollo del arbitraje, como, 
por ejemplo, tienen la posibilidad de escoger las personas que, siendo especializadas en la 
materia objeto del litigio, actuarán como árbitros. Si no se menciona la forma como se escogerán, 
será como lo determine la ley. También deben señalar la duración del arbitraje, pero en ausencia 
de estipulación se entiende que será máximo de seis meses. 
 
3.5 La Transacción 
 
En el mismo Artículo 68 se señala a la transacción, como unos de los mecanismos de solución 
amigable de los conflictos contractuales. Radica su importancia en que se constituye uno de los 
eventos en los cuales la solución directa de la controversia se hace especialmente por las partes 
en conflicto, mediante la renuncia mutua de derechos, pero con un beneficio recíproco en las 
aceptaciones que quedan para cada una de las partes. Adicionalmente, es así como la ley civil 
la define, como un contrato que pone fin a un litigio pendiente, o precave uno eventual.  
 
5. Estudio Jurisprudencial sobre los criterios establecidos por el Consejo de Estado 
para dirimir conflictos contractuales que versen sobre cláusulas excepcionales 
 
La jurisprudencia que ha establecido los criterios del consejo de estado de manera reiterada que 
la caducidad en los contratos es una de las sanciones más radicales en la cual una entidad pública 
impone a los contratistas sanciones y multas drásticas que pueden llegar hasta las inhabilidades 
para contratar con el estado durante un determinado tiempo impuesto por el legislador. 
Está facultada para sancionar que tiene el estado es conocida con la expresión latina Ius 
puniendi, en la cual el Consejo de Estado a través de un concepto que ha venido construyendo 
por medio de la jurisprudencia ha indicado: 
“Esta Corporación ha sostenido de manera reiterada que el derecho sancionador del Estado 
en ejercicio del Ius puniendi, es una disciplina compleja que envuelve, como género, al 
menos cuatro especies, a saber: el derecho penal delictivo, el derecho contravencional, el 
derecho disciplinario y el derecho correccional. Salvo la primera de ellas, las demás especies 




El derecho administrativo sancionador, en términos de la doctrina y la jurisprudencia 
constitucional supone una ruptura del principio clásico de la tridivisión de poderes 
(Sentencia C-818, 2005), en la medida en que la represión de los ilícitos ya no corresponde 
de manera exclusiva al poder judicial, y más concretamente a la justicia penal. En efecto, el 
modelo absoluto de separación de funciones del poder público se reveló como insuficiente 
ante el incremento de deberes y obligaciones de los particulares, como de funciones públicas 
de los servidores del Estado, que ante su incumplimiento merecían la imposición de una 
sanción. Sin embargo, no todas las infracciones eran susceptibles del mismo tratamiento, 
pues en atención a los intereses que se pretendían proteger con cada una las disciplinas del 
derecho punitivo del Estado, se distinguieron aquellas que serían objeto de sanción directa 
por la Administración, y aquellas otras que se reservarían para la justicia penal” (Sentencia 
C-818, 2005). 
De lo anterior se infiere que la sanción administrativa podrá estar asociada: medidas para 
establecer el orden jurídico alterado, medidas tendientes a reparar los perjuicios, medidas hacer 
cumplir la obligación y a través de ella brindar el cumplimiento de la función pública y que se 
garantice la continuidad del objeto del contrato. 
Los criterios establecidos por el Consejo de estado que vamos a evidenciar a través de las 
siguientes jurisprudencias nos dará la respuesta sobre los aspectos relevantes de la caducidad 
como clausula excepcional del contrato estatal al momento de resolver el Consejo de estado 
estos conflictos. 
En la Sentencia de la Sección Tercera del Consejo de estado, se entiende el incumplimiento 
como la inejecución por parte del contratista de las prestaciones a su cargo por causas que le son 
imputables a él, puede dar lugar al deber de indemnizar perjuicios si es que esa inejecución le ha 
causado un daño al ente (Sentencia -14722, 2013). 
Esta posición consiste al contratista a quien le pertenece demostrar la ocurrencia del daño y 
cuantificar el perjuicio que ha ocasionado, sin que pueda el ente desmostar el perjuicio causado, 
aunque éste, cuenta con la facultad oficiosa en materia probatoria pero dentro de los precisos 
límites previstos en el artículo 169 del C. C. A. 
Luego, si el contratista no demuestra nada en torno a la existencia del daño y a la cuantía del 
perjuicio, no podrá abrirse paso la pretensión indemnizatoria pues sin la certeza de la ocurrencia 
del daño y la magnitud del perjuicio, la responsabilidad está irremediablemente condenada al 
fracaso. 
La Sección Tercera del Consejo de Estado, establece: habiendo incumplido sus obligaciones 
contractuales el contratista de una manera tal que afectó grave y directamente la ejecución del 
contrato e hizo evidente que ello conduciría a su paralización, es claro que la multa impuesta y la 
declaratoria de caducidad del contrato se ajustaron a la ley, máxime si se tiene en cuenta que esos 
actos contractuales se profirieron dentro del plazo contractual (Sentencia 14722, 2013). 
 
 
En este fallo, se precisa que habiendo incumplido sus obligaciones contractuales el contratista de 
una manera tal que afectó grave y directamente la ejecución del contrato e hizo evidente que ello 
conduciría a su paralización, es claro que la multa impuesta y la declaratoria de caducidad del 
contrato se ajustaron a la ley, máxime si se tiene en cuenta que esos actos contractuales se 




En conclusión, el poder de control y dirección de los contratos está a cargo de la Entidad Estatal. 
Tal función cumple con los diversos mecanismos que la ley otorga a través de las denominadas 
cláusulas excepcionales o exorbitantes; precisamente, denominadas así, porque con ellas se 
quiebra el principio de libertad contractual basado en la autonomía de la voluntad y el de 
igualdad contractual, propios del Derecho Civil. Pero podemos decir, a ciencia cierta que en la 
contratación estatal se mueven dos intereses distintos, el de la administración que busca 
satisfacer el interés general o colectivo y el del contratista particular, que va en pos de su propio 
interés y que básicamente y concreta en esa satisfacción de la utilidad que le representa la 
contratación y que se refleja en los precios. “Ello origina que – indica el tratadista MANUEL 
MARÍA DIEZ, en su libro el Manual del Derecho Administrativo, tomo I… Como la 
satisfacción del interés general debe ser prioritaria, es lógico que la Administración tenga una 
serie de prerrogativas para conseguirla…” Ese poder de control es indispensable para que la 
Entidad pueda cumplir con ese dicho objeto por el cual expresa la necesidad a satisfacer, y que 
quedará plasmado en el contrato, tomando ciertas medidas de corrección, y de protección de sus 
recursos; es decir ejecutando la obra directamente, cuando el contratista suspende la misma, 
vigilando la calidad técnica  y material de la obra, asegurando el cumplimiento oportuno 
tomando medidas compulsivas, interpretando unilateralmente el contrato, decretando las 
sanciones pertinentes, como la caducidad, la declaratoria de incumplimiento, la imposición de 
multas, entre muchas otras cosas más.  
 Atendiendo el interés general, supone la existencia de los poderes de control y dirección y es 
difícil llegar a imaginar, ejemplo un contrato donde va envuelto el interés general, sin esos 
poderes, pues el Estado quedaría maniatado, pasando a un segundo plano el interés colectivo. La 
entidad estatal no puede renunciar a su poder de control, toda vez, que ella misma es quien 
ejecuta el contrato, por conducto del colaborador particular; es decir, el contratista. Pero es ella 
quien presta el servicio, la que tiene la obligación de satisfacer la necesidad general y no la 
particular, quien al contrario su interés y finalidad es obtener un lucro.  
Eduardo García de Enterría expresa en su libro qué; la entidad o puede dejar al garete las 
actividades que son de su competencia y en las cuales debe obtener una ejecución, correcta cuyo 
resultado no puede ser reemplazado no puede ser reemplazado con la indemnización a que sea 
 
 
condenado el contratista o con el monto de las multas que se le impongan, porque éstas no 
solucionan la necesidad de la comunidad insatisfecha.   
Por lo anterior, son los poderes de control y vigilancia del contrato los que le permiten sus 
objetivos, así lo expresa, Georges Vedel en su tomo de Derecho Administrativo, al hablar del 
origen de las prerrogativas exorbitantes en el contrato administrativo. “por el contrario – y aquí 
resalta claramente el carácter exorbitante de las prerrogativas- algunas de ellas no tienen 
origen contractual. Sin duda, pueden figurar explícitamente en el contrato, pero existirían, 
aunque no hubiesen sido estipuladas” pero que son otorgadas por la ley.    
Es así, que el ejercicio de las potestades exorbitantes debe hacerse para evitar la paralización o 
afectación grave de los servicios públicos como medios otorgados por el legislador para que la 
Entidad puede dirigir y controlar los contratos, como lo establece el artículo 14 de la ley 80 de 
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